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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / SITUACIÓN ARGÜIDA INEXISTENTE / NIEGA. “[C]on la información suministrada por el despacho judicial demandado, sobran mayores esfuerzos para definir que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque de lo que se queja el demandante es de que el Juzgado al 3 de abril no se pronunciaba sobre los libelos impetrados, y ello carece de veracidad, como refiere la funcionaria demandada y lo reflejan los documentos remitidos (f. 12 a 17), por cuanto con autos del 3 de abril se inadmitieron y estos fueron notificados por estado el mismo día en el que, en horas de la tarde, se presentaron las acciones de tutela (f. 3 y 6). Así que las quejas constitucionales corresponden a unas cuestiones inexistentes, que, con un tanto de diligencia de parte del demandante,  pudo haberse percatado de ello y evitar la promoción de unas demandas abiertamente infundadas.”.
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Acta N° 215 de abril 26 de 2017
  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y el agente del Ministerio Público a las que fue vinculada la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad y al agente del Ministerio Público, por la vulneración de los derechos fundamentales que nominó como “garantías procesales, debido proceso, art.13 CN”. 
Aduce que presentó las acciones populares radicadas con los números “2017 135”  y “2017 137”  y al 3 de abril de 2017 no se había proferido auto alguno, “Ni admitiendo ni rechazando”  con lo que se desconoce lo que ordena el artículo 5º de la Ley 472 de 1998.
Pidió, por tanto, en cada una de ellas, que se ordene al juzgado cumplir con los términos perentorios de ley; se adelanten sus demandas, teniendo en cuenta la aplicación de varios artículos que citó; se requiera al Ministerio Público qué gestión ha realizado dentro de los respectivos asuntos y si ha garantizado sus derechos procesales.




Se dispuso el trámite acumulado de las demandadas, con la con vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
El Juzgado dio cuenta de que dentro de dichas actuaciones se profirieron sendos autos, el 3 de abril de 2017, por medio de los cuales se inadmitieron las mismas; se opuso a la prosperidad de lo pedido por la multiplicidad de solicitudes que eleva el mismo actor sin cumplir con las cargas que se le imponen y se le ha dado respuesta en la medida de no perjudicar los demás asuntos que tramita el despacho; envió copias de lo concerniente. La Procuradora Regional indicó que su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos.
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales arriba señalados bajo la premisa de que la parte accionada, quien tiene a su haber las acciones populares anunciadas, no se pronuncia sobre las mismas, para inadmitir o rechazar.

   



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, sobran mayores esfuerzos para definir que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque de lo que se queja el demandante es de que el Juzgado al 3 de abril no se pronunciaba sobre los libelos impetrados, y ello carece de veracidad, como refiere la funcionaria demandada y lo reflejan los documentos remitidos (f. 12 a 17), por cuanto con autos del 3 de abril se inadmitieron y estos fueron notificados por estado el mismo día en el que, en horas de la tarde, se presentaron las acciones de tutela (f. 3 y 6).
  



Así que las quejas constitucionales corresponden a unas cuestiones inexistentes, que, con un tanto de diligencia de parte del demandante,  pudo haberse percatado de ello y evitar la promoción de unas demandas abiertamente infundadas.
  



Por improcedentes se desestimarán las pretensiones dirigidas contra el agente del Ministerio Público, pues, carece de acreditación que al mismo le haya elevado solicitud tendiente a lo que ahora impetra en forma directa el actor.
  



Se absolverá a la Defensoría del Pueblo por no hallarse de su parte vulneración alguna frente al demandante.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.

 



Se declaran improcedentes las peticiones elevadas frente al agente del Ministerio Público. 
  



Se absuelve a la Defensoría del Pueblo.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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